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  PREFACIO



  Este libro tiene por propósito analizar la historia de las universidades argentinas, desde la fundación de la casa de estudios superiores de Córdoba, a principios del siglo XVII, por parte de la Compañía de Jesús, hasta las reformas universitarias de la década de 1990. Se trata, por lo tanto, de una obra de síntesis, pensada, sobre todo, para la lectura de quienes no están familiarizados con la historia de las instituciones de enseñanza superior, y basada en los trabajos de los estudiosos que abordaron los distintos aspectos de esta compleja evolución desde los tiempos coloniales.


  Una obra de estas características presenta, sin duda, diversas limitaciones. La historia universitaria es sumamente compleja e involucra actividades y aspectos de índole muy diversa, tanto sociales y políticos como culturales. El enfoque adoptado aquí privilegia el estudio de la relación de la Universidad con la agitada vida de la sociedad y la política rioplatense primero, y argentina después. Intenté, en este sentido, no limitarme a elaborar una historia autorreferenciada en las propias instituciones, sino prestar particular atención a los vínculos de esta historia con los procesos más generales de la cultura y la sociedad argentina.


  A lo largo del texto procuré también proporcionar un marco interpretativo útil para quienes deseen abordar el conocimiento de esta institución y ofrecer una serie de vías para orientar el examen de su intrincada evolución. En su devenir, la Universidad argentina ha cumplido con distintos tipos de funciones. Constituyó un ámbito esencial de formación y sociabilidad de las elites políticas y culturales, en un sentido amplio, desde los tiempos coloniales. Fue una instancia clave en la promoción social de las clases medias desde finales del siglo XIX y, en cierta medida, también de los sectores populares desde mediados del siglo XX. Este factor configura todavía hoy un elemento central en las representaciones colectivas divulgadas en torno a la Universidad. Por otra parte, los miembros de la comunidad universitaria fueron actores relevantes de la vida política argentina a lo largo de toda su historia. La institución asumió la tarea de formar a aquellos profesionales —médicos, abogados, ingenieros— que el propio desarrollo del país exigía en sus distintos momentos. La evolución de esa misma sociedad y las expectativas de quienes estaban en condiciones de acceder como estudiantes a las universidades condicionaron, a menudo, su trayectoria, reorientando el sentido de los proyectos de quienes estaban a cargo de su gobierno. La historia de la Universidad se ha construido, entonces, sobre la base de una estrecha interacción entre los proyectos de las elites dirigentes, las orientaciones científicas y pedagógicas de los universitarios y las demandas de la sociedad.


  El problema de la relación entre el desarrollo de las ideas, entre la vida intelectual en términos generales y la Universidad es también un problema central en cualquier historia de las instituciones consagradas a la enseñanza superior. En distintos países la Universidad ha constituido un núcleo central en la conformación y elaboración de las ideas filosóficas, políticas e incluso artísticas. Ha dado lugar a un ámbito central para el desarrollo de la ciencia e, incluso, también a un espacio privilegiado para avanzar en la construcción de una conciencia y una identidad nacionales. Esto le permitió ocupar un lugar central en el mundo cultural de esos mismos países. La Universidad ha sido, en este contexto, considerada como el ámbito natural para la producción científica y cultural y el sitio por excelencia de los intelectuales. Pero en la Argentina, el papel de las universidades en la vida cultural y su aporte al desarrollo científico han sido, sin duda, más limitados. La fuerte impronta profesional que adquirió la institución universitaria desde la segunda mitad del siglo XIX y el impacto negativo de las cambiantes coyunturas políticas locales fueron determinantes en este sentido.


  A lo largo de la elaboración de este texto he contraído distintos tipos de deudas. La invitación para llevar a cabo el libro provino de José Carlos Chiaramonte, a quien agradezco su confianza, su atenta lectura y sus comentarios sobre la totalidad del texto. Las observaciones formuladas por Roberto Di Stefano, Daniel Lvovich y Adolfo Vispo a distintos capítulos del libro fueron particularmente valiosas en esta construcción. Algunos de los protagonistas de la agitada historia universitaria de la segunda mitad del siglo pasado aceptaron compartir conmigo muchos de sus recuerdos. Estoy especialmente agradecido a Eduardo Flichman, Carlos Abeledo, Alberto Taquini, Roberto Domecq y Adriana Puiggrós. Debo mucho también al diálogo establecido con alumnos y colegas en distintos coloquios y jornadas realizados en la Universidad Nacional de General Sarmiento y en los seminarios sobre la historia de la Universidad argentina que dicté en el Departamento de Historia de la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires y en la carrera de Especialización en Docencia Universitaria de la Facultad de Humanidades de la Universidad Nacional de Mar del Plata. Por supuesto, el único responsable por los juicios aquí vertidos es quien escribe.


  Este libro está dedicado a mis padres. Como estudiantes y militantes en los sesenta, como docentes en los ochenta y noventa, la Universidad ocupó un espacio fundamental en sus vidas. Espero que puedan reconocer en algunas de estas páginas una parte de su propia historia.


  CAPÍTULO 1


  LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA:

  DE LOS ORÍGENES COLONIALES HASTA LA SECULARIZACIÓN

  DEL SISTEMA EDUCATIVO



  LOS ORÍGENES DE LA UNIVERSIDAD DE CÓRDOBA



  En julio de 1621, el papa Gregorio XV autorizó a todos los colegios de la Compañía de Jesús que funcionasen a más de doscientas millas de la Universidad más cercana a conferir grados universitarios. Esta disposición hizo posible que el Colegio Máximo que la orden había organizado en la ciudad de Córdoba pudiese ostentar el título de Universidad. Los jesuitas habían instalado en 1607 un noviciado que en 1610 se había convertido en Colegio Máximo. En 1613, el obispo de la diócesis, fray Fernando de Trejo y Sanabria, donó cuarenta mil pesos a dicho colegio para la formalización de cátedras de Latín y Teología, que fueron inauguradas durante el año siguiente, con la asistencia a ellas de unos cincuenta estudiantes. Varios estudiosos han visto en este acto la verdadera fundación de la Universidad. Pero recién a partir de 1623 la institución adquirió la denominación de Universidad de Córdoba del Tucumán. Si bien experimentó transformaciones sustanciales durante los siglos de la dominación colonial en América, en este episodio se hallan los orígenes de la actual Universidad de Córdoba, la primera casa de estudios superiores fundada en el territorio que ocupará, siglos más tarde, el Estado nacional argentino. Entre 1538 y 1812 se crearon en todo el espacio colonial hispanoamericano treinta universidades. En este sentido, la política de la Corona española tendiente a fundar o a autorizar la fundación de universidades en sus dominios coloniales se diferenciaba claramente de la implementada por la portuguesa, que monopolizó en la Universidad peninsular de Coimbra la concesión de grados universitarios para todos los habitantes de su extenso imperio.


  La casa de estudios fundada por los jesuitas en Córdoba se encuentra dentro de las llamadas universidades menores o conventuales. El sistema de enseñanza superior que la Corona española organizó en sus colonias contemplaba dos tipos de universidades: las mayores, oficiales o generales, por un lado; y por otro, las menores. Las primeras, entre las que se encontraban las de México y Lima, respetaban la clásica organización de las Universidades medievales. Se dividían en cuatro grandes facultades: Teología, Derecho, Artes y Medicina. Su organización estaba inspirada en la de la casa de estudios de Salamanca, se encontraban sometidas al Real Patronato y la monarquía regulaba su funcionamiento y proveía los fondos para su mantenimiento. Éstas eran las universidades en el pleno sentido del término. Allí las autoridades eran elegidas por el claustro y los catedráticos accedían a sus cargos a través de rigurosas oposiciones. Las universidades menores, también llamadas particulares por las leyes de Indias, tenían facultades restringidas para otorgar grados y sus privilegios eran limitados. En cierto sentido, más que verdaderas universidades eran colegios superiores con privilegios otorgados por el papa y el rey para conceder grados universitarios. Su existencia estaba por otro lado supeditada justamente a la ausencia de otra Universidad a menos de doscientas millas. En su gran mayoría, como sucedía en los casos de Córdoba y Charcas, se trataba de instituciones controladas, en forma directa, por órdenes religiosas.


  La institución universitaria surgió en Europa entre fines del siglo XII y principios del XIII. El modelo institucional que acompañó su origen iba a conservarse, con escasas modificaciones, en la mayor parte del mundo occidental hasta las primeras décadas del siglo XIX. Las instituciones universitarias surgieron como resultado de las iniciativas de maestros y de estudiantes para asociarse con el objeto de defender sus intereses y privilegios. La autorización para poder enseñar era otorgada, por lo general, por las autoridades eclesiásticas y, gradualmente, al comenzar la Edad Moderna, en algunos Estados europeos el poder político compartió con el eclesiástico la jurisdicción sobre la institución. Pero las universidades preservaron la impronta escolástica y la estrecha vinculación con la Iglesia hasta principios del siglo XIX. La gran mayoría de las instituciones se concentró en la formación del clero y, secundariamente, en la de médicos y abogados. Por lo general estaban compuestas, como ya señalamos, por cuatro grandes facultades: la de Artes, que administraba los estudios preparatorios, y las de Derecho, Medicina y Teología.


  A lo largo de los tres siglos de dominación española en América, diversas órdenes religiosas impulsaron, a menudo con éxito, la fundación de universidades sobre la base de instituciones conventuales o colegios ya existentes y siguiendo, en términos generales, el modelo mencionado anteriormente. Al igual que los obispos o las audiencias, solicitaban del rey y del papa los privilegios para otorgar grados académicos. Muchas de estas iniciativas fueron apoyadas por la Corona. Las autorizaciones emanadas en tal sentido tenían como objetivo posibilitar a las elites criollas la formación necesaria para acceder a los puestos de la administración en el Estado y en la Iglesia.


  LA ENSEÑANZA



  Las pautas que regían la organización de la Universidad de Córdoba y sus funciones derivaban, como ya señalamos, del modelo universitario surgido en Europa occidental en tiempos medievales. Este modelo se consolidó en la Castilla medieval a través de la Universidad de Salamanca y se trasladó posteriormente a América. La organización de los estudios excluía a las llamadas artes mecánicas o ciencias lucrativas, obedeciendo así a la consideración negativa que imperaba entonces en torno al trabajo manual o al lucro pecuniario. También en este contexto los estudios impartidos en la Facultad de Artes eran considerados como una fase preparatoria para los estudios superiores que se cursaban en las facultades de Derecho, Medicina y Teología.


  En esta estructura de organización de los estudios, la disciplina superior por excelencia era la teología. La concepción medieval del conocimiento mantenía una estructura fuertemente jerárquica en la que las disciplinas académicas estaban articuladas en un modelo que culminaba con la teología. Por otra parte, en la organización que los jesuitas otorgaron a la Universidad de Córdoba, se contemplaban sólo dos facultades: la de Artes y la de Teología. Para los jesuitas, el estudio era esencialmente un modo de alabar a Dios y un instrumento de mediación hacia la espiritualidad. El objetivo esencial de la educación no radicaba en la realización personal sino que era el medio para ganar almas.


  Los estudios en la Universidad de Córdoba se basaban en la llamada Ratio studiorum. Este documento orientaba toda la actividad educativa de la Compañía. Había sido estructurado a mediados del siglo XVI y a finales de ese mismo siglo había adquirido su conformación definitiva. De acuerdo con él, la enseñanza se dividía en distintos niveles. Se contemplaba, en primer término, la instrucción en primeras letras, matemática y doctrina cristiana. En una segunda etapa se afrontaba el estudio de las humanidades. Uno de los objetivos principales, en este caso, consistía en la incorporación del latín, ya que toda la enseñanza se impartía en dicha lengua. A partir de aquí se pasaba a los estudios propiamente superiores. En primer lugar a las artes o filosofía. Los estudios en este ámbito contemplaban a la vez tres ramas: lógica, física y metafísica. Se seguía así el esquema propuesto por Aristóteles y los cursos duraban tres años. Aquí podían obtenerse los títulos de bachiller, licenciado y maestro en Artes. El primero de estos títulos era obtenido luego de pasar un examen de lógica, al finalizar el segundo año de los estudios. Al promediar el tercero se daba el examen para licenciado que consistía en una defensa de doce conclusiones de toda la filosofía. El último de los exámenes se hacía terminados los dos años de pasantía, cuando ya el estudiante había comenzado los cursos de teología. Una vez aprobado este examen se obtenía el título de maestro.


  Cuando los estudiantes superaban los estudios en la Facultad de Artes, podían optar por seguir en la de Teología. Allí se otorgaban los títulos de bachiller, licenciado y doctor. Para obtener el primer título el estudiante debía defender en un examen nueve conclusiones de la Summa theologica, de Santo Tomás. Para acceder al de doctor en Sagrada Teología debía demostrar, en principio, que había pasado cinco pruebas durante los seis años que duraba su carrera. Las cuatro primeras recibían el nombre de Parthenicas y estaban dedicadas a la Virgen María. La quinta prueba recibía el nombre de Ignaciana, en honor a San Ignacio de Loyola. Luego el estudiante debía defender una proposición y las conclusiones generales de la teología. Si era aprobado podía recibir el título de doctor, siempre y cuando hubiese sido ordenado previamente. Sólo después de la expulsión de los jesuitas, en el caso cordobés, este último requisito fue dejado a un lado.


  Son escasos los testimonios que permiten reconstruir los aspectos concretos que asumía la enseñanza en Córdoba, al menos durante su primer siglo de existencia. En los estudios de artes, consagrados a la filosofía, se seguía predominantemente la obra de Aristóteles. En la Facultad de Teología, la enseñanza incluía a la llamada teología dogmática, el estudio de las Sagradas Escrituras y la teología moral, vinculada estrechamente con la política. Los textos seguían a Francisco Suárez y a Santo Tomás de Aquino. Por lo general, la enseñanza de la mayoría de las disciplinas se basaba en un reducido número de textos y los estudiantes invertían gran parte de su tiempo en copiar las lecciones diarias de sus maestros. Los ejercicios pedagógicos, como en todas las instituciones orientadas hacia los estudios teológicos, se organizaban en torno a dos grandes prácticas: la lectura y la disputa. Ambas eran consideradas como herramientas útiles tanto para la formación de los estudiantes en términos generales como para el descubrimiento de la verdad. Estas dos prácticas estaban situadas en el centro de los procedimientos escolásticos de aprendizaje. La lectio consistía, esencialmente, en el proceso de adquisición del conocimiento a través de los textos. El maestro era concebido como un lector que debía ocuparse de la lectura y el comentario de aquéllos. El estudiante, a la vez, debía preocuparse por adquirir un conjunto de técnicas que le posibilitasen comprender el sentido de los textos y resolver las dudas generadas por la lectura. Éstos expresaban la visión de aquellos autores que constituían las verdaderas fuentes de autoridad. Estaba en estos últimos y no en el examen de la naturaleza o del mundo físico y real el centro de la enseñanza universitaria. En la disputa, mientras tanto, uno de los alumnos, que ocupaba la cátedra junto al profesor, exponía y defendía una conclusión. Luego, dos o tres estudiantes objetaban los argumentos utilizados. La defensa y la impugnación de las conclusiones constituían ejercicios basados en la estructura del silogismo y obligaban al expositor a estudiar cada proposición en forma profunda y exhaustiva.


  ESTUDIANTES, MAESTROS Y AUTORIDADES



  La educación, en particular la superior, constituyó una de las tareas fundamentales de la Compañía de Jesús. En Europa, sus miembros se preocupaban sobre todo por la formación de distintos sectores de la nobleza y el clero. Las primeras autoridades laicas y eclesiásticas de la Hispanoamérica colonial le otorgaron a la orden una función esencial en este ámbito. En el caso cordobés, distintos tipos de documentos vinculados con la fundación de la casas de estudios y sus primeras actividades testimonian cómo el propósito central consistía en la formación del clero para la diócesis del Tucumán. Las universidades coloniales debían preparar a aquellos sectores de las elites criollas consagrados al servicio de la Iglesia o la monarquía. De todos modos, la Universidad de Córdoba se orientó fundamentalmente a la formación de clérigos, básicamente de aquellos que integrarían el clero secular, los cabildos catedralicios, los párrocos, pero también de los miembros de diferentes órdenes religiosas e incluso de los futuros catedráticos de las casas de estudios. En el ámbito rioplatense, como en otros lugares del espacio hispanoamericano, tanto las autoridades civiles como las eclesiásticas concedieron a los jesuitas desde principios del siglo XVII un papel central en la actividad religiosa y educativa en términos generales.


  Por otra parte, durante sus primeros años, la Universidad fue resolviendo algunos de los problemas básicos de su organización. La institución reguló su gobierno y funcionamiento interno a partir de las constituciones, fijadas en 1664 por el padre Andrés de Rada. Este ordenamiento fue aprobado recién en 1680 y disponía que la Universidad sería gobernada por un rector y un cancelario. Mientras el primero presidía la Universidad, el segundo se ocupaba fundamentalmente de la supervisión y vigilancia de los estudios. Ambos eran designados por el provincial de la Compañía de Jesús. De acuerdo con las constituciones, todos los años al comenzar los cursos, el rector debía convocar al claustro. Este último estaba integrado por todos los doctores y maestros que en ese momento se hallasen en la ciudad, el cancelario y los catedráticos. El claustro era responsable por el cumplimiento de las constituciones de la Universidad.


  Otro aspecto central que tuvieron que resolver los padres jesuitas que gobernaban la casa de estudios era la obtención de recursos para el mantenimiento de los miembros de la comunidad universitaria, tanto catedráticos como estudiantes. Cabe recordar, en este sentido, que la Universidad recibió, al ser fundada, una cuantiosa donación por parte del entonces obispo de la diócesis de Tucumán, fray Fernando de Trejo y Sanabria. Esta donación fue incorporada al patrimonio de la Compañía. Los fondos a partir de los que obtenían su sustento, tanto el Colegio de Montserrat, que albergaba a los estudiantes que provenían de diferentes sitios del espacio rioplatense, como el noviciado jesuita y la Universidad, tenían su origen entonces en las rentas que generaban las estancias, campos, ganados y las propiedades urbanas que, a través de compras, donaciones o mercedes, acumuló la orden en el Río de la Plata. A estos ingresos se sumaba lo proveniente de los derechos universitarios, en particular de las propinas que debían abonar aquellos que deseaban obtener los grados y títulos. La propina era una suma que el aspirante al título debía distribuir entre los doctores, maestros y bachilleres que asistiesen a su graduación. A menudo los estudiantes solicitaban la abolición de éstas por la imposibilidad de pagarlas.


  LA UNIVERSIDAD BAJO EL CONTROL DE LOS FRANCISCANOS



  En 1767, los jesuitas fueron expulsados de los dominios de la Corona española. El rol decisivo que sus instituciones de enseñanza superior cumplían en la formación de las elites locales hispanoamericanas no fue un factor menor en la toma de decisiones que culminó con la expulsión. Durante el siglo XVIII tuvo lugar un proceso de reformas que involucraron distintas vertientes de las estructuras políticas españolas. En este contexto se produjo también un proceso de transformación del sistema de educación superior. Si bien la Reforma estaba dirigida especialmente sobre los colegios mayores y menores —sitios de residencia de los jóvenes estudiantes— y sobre las universidades mayores, sus efectos se hicieron sentir en todas las instituciones educativas. Los monarcas borbones e ilustrados que llegaron durante el siglo XVIII al poder en España eran conscientes, en cierta medida, del estado de anquilosamiento de los organismos universitarios que reflejaban, aunque agudizados, los rasgos de un proceso común a instituciones similares del resto de Europa. Los reyes de la nueva dinastía se propusieron modificar los contenidos de los programas universitarios y fortalecer el poder real, debilitando así el predominio eclesiástico. En este contexto asumieron también el desafío de incidir sobre la composición de los cuerpos de catedráticos, cuestionados por su escasa predisposición a adoptar las novedades generadas por los cambios en el mundo de la ciencia, por su baja dedicación y por su tendencia a dividirse permanentemente en núcleos facciosos. La corrupción imperante en los colegios mayores que alojaban sobre todo a jóvenes de escasos recursos fue otro de los factores que impulsó la Reforma. Este movimiento de cambio en el sistema universitario cobró especial impulso con Carlos III, que trató de elevar el nivel científico de los estudios estimulando el interés por la ciencia y homogeneizando los planes de estudios. Este movimiento, que incidió decisivamente en la expulsión de los jesuitas de los dominios de la Corona española, encontró fuertes resistencias en las mismas universidades y se debilitó progresivamente durante el reinado de Carlos IV, ya a finales del siglo XVIII. El temor a que las casas de estudios se convirtiesen en centros de fermento de ideas revolucionarias provocó un retroceso notable en el desarrollo de los proyectos de transformación universitaria.


  En este marco de cambios, los reyes españoles se propusieron asumir un control más estricto de diferentes facetas de la realidad hispanoamericana, y aquí también las vinculadas con el sistema educativo no tenían una importancia secundaria. Las modificaciones que el sistema universitario hispanoamericano experimentó durante el siglo XVIII pueden leerse desde diferentes perspectivas. En principio, como se ha señalado, cabe destacar que ese siglo fue testigo de una política que tendió a fortalecer de manera sistemática al poder regio en detrimento de distintos tipos de instituciones y corporaciones. Las universidades fueron sometidas progresivamente al poder de la Corona. Así, a partir de la expulsión de los jesuitas, se procuraba asegurar para el poder real la capacidad de supervisar los planes de estudios y el contenido de las asignaturas.


  En Córdoba los cambios afectaron progresivamente también al ordenamiento e implementación de los estudios. El fortalecimiento de la influencia de la Corona en la Universidad se verificó, entre otros aspectos, a partir de la designación del virrey como vicepatrono de ésta. Con las nuevas disposiciones, la Universidad pasaba a reconocer como principal autoridad al gobernador de Buenos Aires, primero, y luego al virrey, a partir justamente de la introducción de la figura del vicepatronato. De acuerdo con las normas establecidas por las autoridades de la monarquía española, se preveía que los maestros jesuitas expulsados fuesen reemplazados por eclesiásticos seculares que no profesasen su doctrina. Sin embargo, en Córdoba, se presentaba un problema particular, y era que la mayor parte de los miembros del clero secular se había formado en las instituciones conducidas por los jesuitas y compartía los fundamentos de aquélla. De hecho, la práctica tradicional de la Universidad consistía, básicamente, en graduar sobre todo a religiosos seculares ya que, como señalamos, uno de los objetivos de la Universidad era la formación de un clero letrado para los curatos de la regiones del Tucumán y el Paraguay. El obispo de la diócesis, al ser consultado en relación con estas cuestiones, sugirió otorgar el control de la enseñanza a los miembros de la orden franciscana. A partir de entonces se inició una larga disputa entre los miembros del clero secular y los de la orden de San Francisco por el control de la Universidad.


  La controversia se prolongó hasta principios del siglo XIX. Las disposiciones reales que acompañaron el proceso de expulsión de los jesuitas y la orientación de la política de la Corona española en lo referente a la enseñanza superior favorecían las aspiraciones de los clérigos seculares. Pero éstos tuvieron un éxito sólo relativo en su intento de asumir el control de la casa de estudios superiores. En 1778 una real orden dispuso que se les entregara la Universidad. Sin embargo, el virrey no aplicó la medida basándose en un informe de fray José Antonio de San Alberto, que había sido designado obispo de Córdoba del Tucumán durante ese mismo año. La máxima autoridad colonial fundamentó su decisión en el hecho de que la Universidad de Córdoba no podía ser equiparada a las demás universidades de la monarquía. De acuerdo con sus argumentos, la de Córdoba no podía ser considerada formalmente como una Universidad y, por otro lado, no había fondos suficientes para dotar sus cátedras, que eran dictadas por entonces en forma gratuita por los franciscanos. El debate ponía de manifiesto el estatus ambiguo que conservaba todavía la Universidad. Sin embargo, también se hizo notar el mayor peso que los representantes de la autoridad real adquirían en la vida de la antigua casa de estudios cordobesa.


  En verdad, los cambios en la enseñanza habían comenzado antes de la expulsión de los jesuitas, cuando todavía la Universidad estaba controlada por la orden fundada por San Ignacio de Loyola. Un factor relevante fue el impulso otorgado al estudio de la jurisprudencia. En este contexto fue creada la primera cátedra de Derecho Civil o Instituta, propuesta en 1790 por el virrey Arredondo. Esta iniciativa había sido impulsada, durante largo tiempo, por el Cabildo de la ciudad. En 1793 se abrió la segunda cátedra, lo que otorgó a la casa de estudios la posibilidad de conferir grados no sólo en Artes y en Teología sino también en Derecho Civil en las categorías de bachiller, licenciado y doctor.


  La presión del clero secular para asumir el control de la Universidad aumentó al finalizar el siglo, expresándose a través de una serie de memoriales elevados ante el virrey. Fue sobre todo Ambrosio Funes, hermano del entonces deán de la catedral y futuro rector, quien encabezó la campaña denunciando ante el virrey lo que entendía era un proceso de creciente deterioro de la institución. En esta campaña obtuvo un decidido apoyo de los vecinos de la ciudad. Finalmente, una real cédula, emitida en diciembre del año 1800, ordenó fundar una nueva Universidad en Córdoba. Esta debía tomar la denominación de Real Universidad de San Carlos y de Nuestra Señora del Montserrat. De esta forma se daba fin a la existencia de la antigua Universidad creada dos siglos antes por los jesuitas, se apartaba a los franciscanos de su gobierno y se erigía una Universidad mayor con los privilegios y prerrogativas que gozaban las universidades de este tipo creadas en España y América. Pero la Real Cédula tardó ocho años en ser puesta en práctica. El 2 de enero de 1808 el claustro se reunió con la presencia del gobernador intendente. Dos días después, los miembros de aquel nombraron rector a Gregorio Funes. Se abrió entonces una nueva etapa en la historia de la Universidad.


  LA UNIVERSIDAD Y EL MOVIMIENTO DE LAS IDEAS DURANTE EL SIGLO XVIII: LAS CIENCIAS NATURALES



  El marco ideológico y doctrinario de los estudios impartidos en la Universidad de Córdoba era, por supuesto, la escolástica. Ésta consistía esencialmente en un método que permitía al hombre llegar a la verdad revelada. La escolástica posibilitaba, a través del ejercicio de la razón, llegar a la verdad religiosa, demostrarla y proporcionarle instrumentos para defenderla tanto de la incredulidad como de la herejía. El conocimiento racional, de acuerdo con esta concepción, no podía sobrepasar los límites que le fijaba el dogma religioso. Las nociones filosóficas, derivadas o asociadas a la escolástica, no eran, en consecuencia, autónomas sino que dependían de una serie de verdades contenidas precisamente en el dogma. Éste se apoyaba, a la vez, en un conjunto de autoridades como Aristóteles y Santo Tomás, los padres de la Iglesia, y en sentencias extraídas de concilios eclesiásticos o de la Biblia.


  Este sistema de pensamiento, configurado y consolidado, en sus rasgos esenciales, en tiempos medievales, conformaba el armazón de los estudios universitarios en el mundo hispánico y era el que, entonces, predominaba en la Universidad fundada por los jesuitas. Los procesos y los tiempos que llevaron a que su dominio se resquebrajase en el ámbito de la enseñanza superior rioplatense constituye un tema fundamental de la historia de las ideas y ha sido objeto de distintos tipos de controversia.


  Indudablemente, la lenta erosión del predominio escolástico en la enseñanza cordobesa debe ser analizada en el marco del movimiento de las ideas del siglo XVIII en el mundo hispanoamericano. Es innegable que diferentes sectores de la Iglesia católica acusaron, de diversa forma, el impacto de la presión que el desarrollo de la ciencia y la filosofía modernas ejercían sobre el sistema de creencias que sostenía su prédica y su accionar. Esto dio lugar durante el siglo XVIII a un intento de apertura, tímido y parcial, a estas novedades en el campo de la filosofía y del conocimiento en términos generales. Pero, por lo general, se procuró incorporar estas novedades al marco más amplio de la escolástica, que seguía constituyendo el armazón de los estudios universitarios en el ámbito rioplatense todavía a mediados del siglo XIX.


  Es preciso recordar, en este contexto, que la Compañía de Jesús se erigió desde sus orígenes en firme defensora de los derechos del papado y de la ortodoxia religiosa. Sin embargo, es posible advertir cómo en el seno de la misma orden las doctrinas derivadas, por ejemplo, del cartesianismo, fueron objeto de debate. La XV Congregación General de la Compañía de Jesús, que se reunió en Roma en 1706, abordó el análisis del sistema filosófico de Descartes. Una comisión para los estudios analizó el sistema y concluyó aconsejando que se recomendase a los maestros de filosofía la defensa de la doctrina aristotélica. Se señalaba enfáticamente que aquéllos debían rechazar el sistema cartesiano en todos los aspectos que se contradijesen con la filosofía de Aristóteles y se ordenó la confección de un catálogo que contuviese las proposiciones condenables de Descartes. Otras dos congregaciones reunidas en 1730 y 1751 volvieron a ratificar la validez del sistema aristotélico. En este sentido, es preciso destacar varias cuestiones. En primer término la insistencia en la prohibición testimonia, en forma indirecta, el atractivo que diferentes aspectos del pensamiento cartesiano ejercían sobre los miembros de la orden. Por otra parte, en estas mismas congregaciones se advierte una notable preocupación por moderar la tendencia a concentrarse en disputas interminables de teología especulativa, en sutilezas metafísicas e incluso por insistir en la posibilidad de compatibilizar el sistema aristotélico con los resultados de la física experimental.


  Es probablemente en el ámbito de la enseñanza de la física donde la autoridad aristotélica fue cuestionada con mayor firmeza. El avance de la ciencia en el siglo XVII puso en cuestión las afirmaciones de aquélla sobre los fenómenos naturales. Durante las primeras décadas del siglo XVIII es posible advertir entre miembros de la orden y entre algunos catedráticos de la Universidad de Córdoba una cierta predisposición a incorporar determinadas vertientes del pensamiento cartesiano, en particular las vinculadas con la ciencia experimental. Por supuesto, siempre tratando de conciliar estos conceptos con los principios de la filosofía aristotélica. Dentro de la orden esta tendencia fue también combatida y resistida, pero era evidente la existencia de una corriente que cuestionaba los principios aristotélicos en el campo de la física, aun cuando éstos seguían siendo absolutamente hegemónicos en los de la lógica y la metafísica. Algunos estudiosos han destacado que los jesuitas, en Córdoba, tendían a seguir las enseñanzas de Manuel Maignan, un fraile y físico francés de la primera mitad del siglo XVII que exponía conclusiones derivadas de las obras de Descartes y Gassendi. Por otro lado, en este mismo contexto, puede mencionarse la introducción en la enseñanza cordobesa de la obra de Isaac Newton. Fue un sacerdote jesuita de origen inglés, Thomas Falkner, quien difundió sus ideas. Otra innovación particularmente significativa se vincula, en este caso, con el intento de implementar, todavía en época jesuítica, una cátedra de Matemática. La XVI Congregación Provincial, que tuvo lugar en Córdoba en 1762, acordó solicitar al general de la Compañía la constitución de una cátedra de Matemática para aplicar sus nociones al campo de los estudios de la física y la geografía. La cátedra se inauguró en 1763 pero, aparentemente, nunca llegó a funcionar.


  La tendencia a la renovación de los estudios en el campo de las ciencias naturales prosiguió cuando los franciscanos se hicieron cargo de la Universidad. En este aspecto es posible advertir una continuidad con los moderados cambios implementados durante el dominio jesuítico desde el siglo XVIII. La tendencia a adoptar principios, conceptos e instrumentos de la física que se alejaban de los postulados aristotélicos y tomaban las ideas surgidas de la revolución científica de los siglos XVI, XVII y XVIII y de la física experimental se profundizó. En este marco, la obra de fray Elías del Carmen es particularmente significativa. En sus cursos, dictados en la Universidad durante 1784, este fraile franciscano incluía distintos tipos de aportes de la física moderna. Introducía algunos de los principios cartesianos y las ideas de Newton. Pero no abandonaba los principios de la escolástica en su planteo más general. Asumía así el problema de la conciliación entre dogma y ciencia y admitía incluso la posibilidad de que ángeles y demonios incidieran en el desarrollo de los fenómenos físicos.


  Este tipo de testimonios muestra, al igual que otros, los límites que experimentaba la renovación de la enseñanza en la Universidad cordobesa del siglo XVIII. La labor intelectual seguía desarrollándose en los cauces tradicionales, todavía a fines de ese siglo. El movimiento de renovación se llevaba a cabo en forma tímida, presentaba un notable eclecticismo y no lograba romper los marcos del pensamiento escolástico. Éste seguía siendo el que limitaba el proceso de transformación de la enseñanza en la casa de estudios superiores mediterránea. En este contexto, la presión por mantener y conservar el carácter teológico de la enseñanza se manifestaba a través de las actitudes de algunos de los protagonistas más relevantes de la sociedad cordobesa, algunos de ellos sin relación directa con la Universidad. Un episodio acaecido en 1801 y vinculado con la compra de un laboratorio de física experimental testimonia también dicha tensión. El entonces rector, Fray Pedro José Sullivan, se propuso adquirir un laboratorio para la Universidad pero se encontró con la férrea oposición de los miembros del Cabildo de la ciudad. Éstos sostuvieron que el propósito central de la Universidad era la concentración en los estudios teológicos y que la física experimental no contribuía al desarrollo de los mismos. El rector defendió su propuesta y llegó a contar en su disputa con el Cabildo con el apoyo del propio virrey. El fiscal en lo civil, y Real Hacienda del virreinato, que apoyó también los argumentos del rector, destacaba la importancia de la física experimental en la propia formación del teólogo. El episodio mostraba una vez más los límites que encontraba la propia expansión de las ideas ilustradas en el ámbito rioplatense. La ilustración era aquí, como prácticamente en todo el ámbito hispano, extremadamente moderada y no formulaba ningún cuestionamiento radical ni a la Iglesia ni a los dogmas fundamentales de la religión católica.


  LA UNIVERSIDAD Y LAS IDEAS DURANTE EL SIGLO XVIII: LA TEOLOGÍA Y EL PENSAMIENTO POLÍTICO



  Así como es posible advertir una cierta continuidad en lo que se refiere a la enseñanza de las ciencias naturales entre el período en que la Universidad estuvo bajo control de los jesuitas y aquel en el que estuvo sujeta al dominio franciscano, en el ámbito de la teología moral, vinculada estrechamente con la política y el derecho, es posible advertir una clara ruptura. Ésta debe comprenderse también en el marco más amplio del movimiento de ideas propio del siglo XVIII. En el ámbito de las ideas políticas este siglo presenció un fortalecimiento de las doctrinas regalistas. En la mayor parte de los Estados europeos se afirmaron por entonces aquellas nociones que procuraban justificar la supremacía del poder real sobre las distintas corporaciones que conformaban los reinos e integraban las sociedades. La oposición a las tradiciones ideológico-políticas que sostenían los jesuitas en el ámbito de la teología fueron un factor relevante en el proceso que llevó a su expulsión de distintos Estados europeos.


  La Compañía de Jesús contaba con varios pensadores de singular relevancia en el ámbito de la teología política. El más importante de ellos era Francisco Suárez, cuyas enseñanzas eran seguidas en los colegios y universidades bajo control de la orden. Suárez sostenía que el origen de las sociedades radicaba en el consentimiento de las familias. Si bien admitía el origen divino del poder político, subrayaba que dicho poder le era concedido al príncipe para velar por el bien común de la sociedad. De acuerdo con esta concepción, aquél no recibía el poder político inmediatamente de Dios. El poder residía en la comunidad, y el acto de obediencia al gobernante era el resultado de un pacto entre los hombres y no de una institución de origen divino. Aparentemente estas ideas eran difundidas a partir de principios del siglo XVIII en Córdoba a través de la cátedra de Derecho Canónico. Desde allí se transmitía una visión pactista de los fundamentos de la autoridad política. Según concepciones de estas características, dicha autoridad radicaba antes en la comunidad que en las personas particulares. De este modo, siguiendo las ideas de Suárez, el príncipe se hacía del poder como resultado de la voluntad de los hombres. Esto transformaba a la obediencia al gobernante en un acto de naturaleza esencialmente humano.


  Es preciso señalar que estas ideas se articulaban, además, en el marco de un sistema que recibió el nombre de probabilista. Según esta doctrina, creada en realidad por los dominicos, frente a una situación dudosa era lícito seguir una opinión probable, aunque no fuese la más probable. En este contexto se sostenía que la ley dudosa no generaba obligaciones y que, ante ella, primaba la libertad de conciencia.


  Los jesuitas defendieron durante el siglo XVIII estas ideas que, en articulación con la doctrina suarista, permitían aceptar el tiranicidio como una sentencia probable. Suárez mismo admitía, aunque con limitaciones, que un príncipe que gobernaba tiránicamente podía ser muerto con el consentimiento de toda la comunidad política. De esta manera se contemplaba la licitud del asesinato del rey en defensa de dicha comunidad. El tirano podía entonces ser muerto, aunque sólo se preveía esta posibilidad en casos extremos.


  Estas doctrinas no era compartidas por otras órdenes religiosas. El probabilismo fue cuestionado por teólogos vinculados con distintas congregaciones religiosas y constituyó uno de los ejes de las críticas que recibió durante el siglo XVIII la orden fundada por Ignacio de Loyola. Las nuevas ideas sobre el poder real difundidas durante aquel siglo partían de presupuestos diametralmente opuestos. Uno de los objetivos de la Reforma que en el campo de la enseñanza superior desarrolló la Corona española durante el siglo XVIII tenía como fin desterrar de los claustros las doctrinas probabilistas, la idea de la licitud del tiranicidio y afirmar posturas regalistas.


  El desarrollo de estas ideas se enmarcaba en el resurgimiento y difusión de los principios del derecho romano impulsado por las monarquías ilustradas del siglo XVIII. Los principios del derecho romano aparecían contrapuestos a los del derecho canónico, cuya enseñanza habían impulsado órdenes como la de los jesuitas en los ámbitos universitarios. La teoría del origen divino del poder real pasó a constituir así un elemento central de la doctrina defendida por los monarcas ilustrados que se impuso progresivamente en la enseñanza universitaria.


  En Córdoba, las nuevas concepciones sobre el poder político fueron difundidas a través de la cátedra de Derecho Civil organizada a partir de 1791. Un estudiante de esta cátedra, Jerónimo Salguero de Cabrera y Cabrera, sostuvo una serie de proposiciones en 1793 inspiradas en las ideas del obispo de Meaux, Jacques Benigne Bossuet, uno de los principales inspiradores del regalismo europeo. Pocos años antes, el ya mencionado obispo de Tucumán fray José Antonio de San Alberto, designado en 1786 para transformar la Universidad en el marco de los proyectos de reforma académica sostenidos por los Borbones, defendió también doctrinas regalistas inspiradas en Bossuet. Condenaba el regicidio y señalaba que el poder se originaba directamente en Dios, quien lo transmitía al rey. Éste, a su vez, no estaba obligado a rendir cuenta de sus actos. Al mismo tiempo, San Alberto condenaba las doctrinas de los jesuitas por heréticas y sediciosas.


  LA UNIVERSIDAD Y LA SOCIEDAD



  La ciudad de Córdoba estaba situada en un lugar privilegiado desde el punto de vista geográfico. Esto provocaba que recibiese permanentemente alumnos de diversos puntos del espacio sudamericano. Como ya señalamos, al inaugurarse sus cursos, en 1614, contaba con unos cincuenta estudiantes. Durante los siglos XVII y XVIII recibió alumnos de Potosí, de Tucumán, de Salta, de Corrientes, de Santiago de Chile, de Buenos Aires o La Paz, entre otros lugares. Por supuesto, todos ellos pertenecían al sector privilegiado de esta sociedad, al de los españoles, fuesen ya de origen criollo o peninsular. Casi desde sus orígenes, los estudiantes residentes en Córdoba estaban divididos en varios grupos que vivían en ámbitos diferentes; por lo general, en los colegios o seminarios existentes en la ciudad. Provenían entonces del Colegio Máximo de la Compañía de Jesús, del Seminario de Santa Catalina Virgen y Mártir o del Colegio Real de Nuestra Señora de Montserrat. A ellos se sumaban los residentes en la ciudad que acudían a los claustros para recibir una formación moral e intelectual de naturaleza religiosa. En los colegios residían aquellos que aspiraban al grado de doctor en Teología y, consecuentemente, al grado sacerdotal, ya fuese como clérigos seculares o como miembros de la Compañía de Jesús. Todos estaban sometidos a una rigurosa disciplina que involucraba sus hábitos, vestimentas y costumbres.


  La sociedad colonial estaba escindida en dos grandes sectores, aunque las barreras entre ambos no siempre fueron excesivamente rígidas e internamente cada sector presentaba importantes clivajes. Por un lado, estaban los miembros de la llamada gente decente, los españoles; y, por otro, las castas que incluían a mestizos, indígenas, mulatos y esclavos. El acceso a la Universidad estaba reservado a los primeros. Aunque, el propósito central de la creación de la casa de estudios superiores de Córdoba era la formación de un clero letrado, los conocimientos que allí se impartían eran particularmente útiles para todos aquellos que aspiraban a seguir una carrera en el marco de la burocracia colonial. Los nombramientos de funcionarios para cargos locales y reales dependían de una red de favores privados, herencia, necesidades financieras de la Corona y, en algunos casos, también del mérito y los conocimientos, aunque el peso de cada uno de estos factores fue modificándose con el tiempo. A menudo los cargos se vendían, aunque ciertos puestos considerados clave se mantuvieron bajo el control de la monarquía. Hacia finales del siglo XVIII, la práctica de la venta de cargos fue progresivamente dejada a un lado en el marco de la política centralista implementada por los Borbones. Haber pasado por los claustros de las casas de estudios superiores no constituía por entonces una condición necesaria para ocupar puestos en la mayoría de los cargos del sistema administrativo colonial, aunque era exigido para el ejercicio de algunos de ellos y funciones. Por ejemplo, las universidades de San Marcos de Lima y de México proporcionaban a los criollos de los virreinatos respectivos los conocimientos de derecho civil y canónico para ocupar los cargos de la Audiencia. El acceso a la burocracia proporcionaba un ingreso fijo y permitía afianzar un lugar de privilegio en el seno de la gente decente de las ciudades coloniales hispanoamericanas. Frecuentemente el acceso a la Universidad podía erigirse en un mecanismo clave para el ascenso dentro de la elite. A menudo, sobre todo en áreas marginales como el Río de la Plata, era compatible con la administración de la propiedad o el comercio. En muchas regiones, la carrera burocrática aseguraba los puestos más prominentes de las elites y era el camino elegido por quienes, aun perteneciendo a ésta, contaban con escasos medios económicos o fortuna.


  Cuando en 1795 se creó la Audiencia de Buenos Aires, la formación de juristas para que desempeñasen funciones en todo el ámbito rioplatense se hizo más urgente. Por ese entonces, la Universidad había experimentado una serie de cambios relevantes que favorecían el cumplimiento de esa función. Desde 1781 se otorgaban títulos de doctor a los laicos, y entre 1791 y 1793, como ya señalamos, se había organizado la enseñanza del derecho civil. La Universidad rioplatense del siglo XVIII, y también la del XIX, cumplió un papel esencial en la formación de la elite letrada y le proporcionó los instrumentos indispensables para el ejercicio de la administración burocrática y el poder político. Quienes aspiraban a incorporar esos instrumentos y conocimientos debían acudir entonces a Córdoba, a Charcas, a Santiago de Chile o a algunas de las instituciones de enseñanza que comenzaban a crearse en Buenos Aires. Los vínculos entre la burocracia colonial, los miembros de la elite política urbana y los del claustro docente de la Universidad se volvieron también por entonces más estrechos. El hecho se haría evidente durante el proceso de las luchas por la independencia. Como han destacado varios especialistas, de los veintinueve congresales que firmaron el Acta de la Independencia en el Congreso de Tucumán en 1816, catorce habían pasado por los claustros cordobeses. Pero también los universitarios cordobeses cumplirían una función destacada en los congresos y asambleas rioplatenses de 1813, 1826 y 1853. En los claustros cordobeses se formaron durante los últimos años del siglo XVIII y los primeros del XIX figuras centrales de la historia política rioplatense de la primera mitad ese último como José María Paz, Dalmacio Vélez Sarsfield, Gaspar Rodríguez de Francia, Juan Ignacio Gorriti o Manuel Derqui.


  Es importante tener en cuenta aquí que, aunque la sociedad admitía la división entre dos sectores claramente diferenciados, era posible para los miembros de determinados grupos étnicos ingresar en el sector privilegiado. Muchos mestizos eran admitidos como parte de la población española, sobre todo en las áreas periféricas del imperio. De este modo, la categoría de españoles, en el Río de la Plata, involucraba a un gran número de individuos con rasgos físicos claramente no europeos.


  Durante el siglo XVIII, en diversas regiones de Hispanoamérica colonial se acentuó, aunque en forma tímida, un proceso de movilidad social que favorecía a distintos sectores de las castas y que, en algunos casos, tendía a diluir las diferencias entre ciertos miembros de éstas y los españoles. La administración borbónica tomó una serie de medidas que fortalecieron ese proceso. Los españoles asentados en América reaccionaron contra esta tendencia y procuraron limitar el ascenso de dichos grupos. Así, la elite hispánica se manifestó en forma abierta en defensa del orden social signado por la división en estamentos diferenciados por características raciales. A finales del período colonial y durante toda la primera mitad del siglo XIX operaron mecanismos de segregación que tendían a limitar el acceso a la Universidad y el papel de ésta como instancia para el ascenso social.


  La obligación de demostrar la pureza de sangre fue convirtiéndose hacia finales del período colonial en un requisito excluyente para ingresar a la Universidad y acceder a los títulos. Así, eran discriminados en forma directa los miembros de las castas, africanos, mulatos y mestizos que integraban la mayor parte de la población cordobesa. Es preciso tener en cuenta aquí que las constituciones de la Universidad aprobadas en 1664 no consagraban en forma explícita a la pureza de sangre como un requisito para ser admitido. Pero cuando en 1710 un hijo ilegítimo solicitó que le fuera concedido el título de maestro en Artes, el claustro debió considerar especialmente el pedido. Resolvió acceder a la solicitud pero estableció que, a partir de entonces, los aspirantes debían demostrar tanto su legitimidad como su pureza de sangre. Los episodios se reiteraron posteriormente. En 1786, el claustro volvió a prohibir en forma explícita la graduación a los ilegítimos. De acuerdo con estas disposiciones no podían ser admitidos aquellos que no documentasen su legitimidad i limpieza de sangre, con la partida de fe de bautismo e información de un juez de lugar de su nacimiento. Aunque estas exigencias ya habían comenzado a ser abolidas antes de la revolución, todavía en 1832 el rector rechazó por su origen la inscripción de un joven que deseaba matricularse, y obtuvo aquí, nuevamente, el respaldo del claustro oponiéndose al criterio sostenido por los hombres del gobierno de la provincia. Las discusiones mostraban cómo las instituciones y prácticas propias del antiguo régimen seguían vigentes todavía en la etapa independentista. En una fecha tan tardía como 1844 los miembros de la Universidad consiguieron que el gobierno prohibiese a los miembros de las castas el ingreso a la Universidad. Sólo muy gradualmente y, durante el siglo XIX, estas prácticas fueron abandonadas.


  LA UNIVERSIDAD DURANTE

  LA PRIMERA MITAD DEL SIGLO XIX


  Una de las primeras tareas que asumió el deán Funes como autoridad fue la reforma de sus planes de estudios. En 1813 se aprobó un nuevo plan para la Universidad, que comenzó a aplicarse en abril de 1815, después de ser aprobado por el director supremo. La propuesta del deán profundizaba la tendencia renovadora que había comenzado durante el siglo XVIII, pero en ella se manifestaban, una vez más, las dificultades para romper con el marco escolástico y con la impronta religiosa que signaba a la casa de estudios cordobesa. Se evidenciaba, todavía, la imposibilidad de traspasar los límites impuestos por las tradiciones implantadas con la fundación de la Universidad. El deán señalaba entonces la necesidad de dar cabida en el marco de los estudios filosóficos a la aritmética y la geometría, afirmando que su estudio no podía limitarse solamente a los aspectos teóricos. Fundó entonces y dotó los recursos para la implementación de una cátedra de Matemáticas en la Universidad, introdujo la enseñanza de las lenguas modernas y redujo el espacio dedicado a la metafísica.


  Pero, simultanéamente, resaltaba el valor de la teología escolástica por sus servicios a la causa de la religión. Sostenía, sin embargo, que del uso prudente y moderado de ésta se había pasado al más “deplorable abuso”, sucediendo al estudio de las verdaderas fuentes de Dios interminables cuestiones “frívolas, curiosas e impertinentes”. La teología dogmática, señalaba el deán, debía enseñarse de modo amplio y completo para situar a la juventud en condiciones de “defender las verdades de la religión y refutar los delirios de la impiedad”.


  En su propuesta en torno al estudio de la jurisprudencia y la teología, podía advertirse también la imposibilidad de romper con ese mismo marco escolástico. Proponía Funes, sin duda, modificaciones relevantes en ambas materias. Se evidenciaba aquí la necesidad de adecuar la enseñanza a los requerimientos del nuevo Estado revolucionario, al desarrollo de nuevas tradiciones políticas y a las exigencias derivadas de la necesidad de formar adecuadamente al personal político para el Estado. Así, sugería que en los cursos de teología o jurisprudencia era indispensable el estudio de la retórica y de los principios del derecho natural y de gentes. En relación con los de jurisprudencia, agregaba la necesidad de incluir el estudio del derecho romano y de las leyes patrias. También aquí se advertía la insistencia en la necesidad de una relación estrecha entre Iglesia y Estado al proponer la unión del estudio del derecho civil con el canónico, indispensable, como señalaba, en un “Estado católico”. Este plan fue revisado en 1818 a partir de una visita que realizó el gobernador intendente de la provincia, Manuel Antonio de Castro. Se incluyó una cátedra de Gramática Francesa, entre otros cambios menores. En referencia a los cursos de filosofía se ordenaba que los catedráticos debían cuidar que no se eliminare totalmente el “moderado uso de la forma silogística”, pero que tampoco se convirtiese a ésta en un “abuso sofístico, ridículo, incivil i perjudicial”. La visita también estableció el arreglo del archivo de la Universidad y de su biblioteca.


  A partir de 1820, con la caída del gobierno central, del que por entonces dependía, la Universidad pasó a jurisdicción de las autoridades de la provincia de Córdoba. Justamente, la característica principal de esta etapa radicó en la dependencia cada vez mayor del poder político provincial. En diciembre de 1828, el gobierno de la provincia, liderado entonces por Juan Bautista Bustos, emitió un decreto en el que declaró que la Universidad debía permanecer bajo la “inmediata inspección y patrocinio” del gobierno, al igual que todos los establecimientos de enseñanza pública y las casas de regulares. Así, el poder político impuso su jurisdicción sobre la Universidad, lo que, a la vez, le permitió reservarse el nombramiento del rector y los catedráticos.


  Durante toda la década de 1820, tanto la Universidad como el Colegio de Montserrat sobrevivieron en un contexto signado por una extrema precariedad. Las vicisitudes derivadas de las guerras de la Independencia afectaron al conjunto de las corporaciones, y la Universidad no se mantuvo al margen de este proceso. Sus rentas fueron gravadas para hacer frente a los gastos de la guerra. En 1815 fue abolido el antiguo sistema de propinas y reemplazado por un nuevo conjunto de aranceles. A ello se agregaron un gravamen sobre las rentas de la mitra del obispado de Córdoba y un derecho sobre las herencias transversales para el sostenimiento de la casa de estudios. Finalmente, a esto se sumaban los ingresos provenientes de las rentas del antiguo patrimonio de la Universidad. Durante los primeros años de la guerra de la Independencia, la institución adoleció, además, de la falta de estudiantes. Esto se debió, en parte, a la crisis de las jerarquías burocráticas, tanto laicas como eclesiásticas, que se originó con la Revolución. En la consideración de las elites, estos oficios fueron reemplazados por la carrera militar.
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